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Resumen 

Los impactos del cambio climático afectan, directa e indirectamente, a los patrones de movi-
lidad humana. De hecho, existen ya ejemplos de migraciones climáticas alrededor de todo el 
planeta. Las migraciones climáticas transfronterizas son especialmente relevantes, pues uno 
de los problemas más graves a los que se enfrentan las personas que huyen de sus países a causa 
del cambio climático, junto con otros motivos, es el escaso reconocimiento de su situación 
por el derecho internacional y, en consecuencia, la falta de protección jurídica. Ante este 
vacío, en el presente artículo se analiza la posible aplicación del derecho internacional de los 
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y Competitividad.
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derechos humanos, mediante dos formas, por un lado, como garantía básica de los derechos 
fundamentales de estas personas y, por otro, como fundamento para exigir la responsabilidad 
internacional de los Estados contaminantes, ante las violaciones de los derechos humanos que 
experimentan los migrantes climáticos.

Palabras clave: migraciones climáticas, derechos humanos, cambio climático, responsabilidad 
internacional de los Estados

Summary

The impacts of climate change affect, directly and indirectly, patterns of human mobility. 
In fact, there are already examples of so-called climatic migrations around the entire planet. 
Cross-border climate migrations are especially relevant, as one of the most serious problems 
faced by people fleeing their countries due to climate change, along with other reasons, is the 
limited recognition of their situation by international law and, consequently, the lack of legal 
protection. Given this gap, the current article analyzes the possible application of international 
human rights law, in two ways, on the one hand, as a basic guarantee of the fundamental rights 
of these people and, on the other, as a basis for demanding responsibility of pollutant States, 
in face of the human rights violations experienced by climate migrants.

Keywords: Climatic migrations, Human rights,; Climate change, International responsibility 
of States

Resumo

Os impactos das mudanças climáticas afetam, direta e indiretamente, aos padrões de mobilidade 
humana. De fato, já existem exemplos de migrações climáticas ao redor de todo o planeta. As 
migrações climáticas transfronteiriças são especialmente relevantes, já que um dos problemas 
mais sérios enfrentados pelas pessoas que fogem de seus países devido às mudanças climáticas, 
juntamente com outras razões, é o limitado reconhecimento de sua situação pelo direito in-
ternacional e consequentemente, a falta de proteção jurídica. Perante este vazio, no presente 
artigo se analisa a possível aplicação do direito internacional dos direitos humanos, de duas 
formas, de um lado, como garantia básica dos direitos fundamentais dessas pessoas e, de outro, 
como fundamento para exigir a responsabilidade dos Estados poluentes, em face das violações 
dos direitos humanos que experimentam os migrantes climáticos.

Palavras-chave: Migrações climáticas, Direitos humanos, Mudanças climáticas,; Responsabi-
lidade internacional dos Estados



1730Revista Latinoamericana de Derechos Humanos
Volumen 30 (1), I Semestre 2019

(ISSN: 1659-4304) (EISSN: 2215-4221)

Migraciones climáticas: el papel de los derechos humanos para superar el persistente vacío jurídico

INTRODUCCIÓN

Las migraciones climáticas4 representan uno de los mayores, aunque menos 
comprendido, desafíos del siglo XXI. En los últimos años, aproximadamente 22,5 
millones de personas han sido desplazadas cada año por desastres meteorológicos 
o relacionados con el clima, lo que equivale a unas 62 000 personas al día (IDMC, 
2015). Según el Centro de Monitoreo de los Desplazamientos Internos (IDMC, 
por sus siglas en inglés), en el 2016 hubo 24,2 millones de nuevos desplazamientos, 
debidos a desastres (IDMC, 2017), mientras que en el 2017 hubo 18,8 millones 
(IDMC, 2018). Estas cifras, que no incluyen los movimientos migratorios interna-
cionales, reflejan la realidad y magnitud de las migraciones climáticas, las cuales, 
en última instancia, son la conjunción de otras crisis no superadas y tienen sus 
verdaderas raíces en los persistentes modelos de desarrollo insostenibles generadores 
de desigualdades e injusticias.

A pesar de estos datos alarmantes y de que ya hace más de 40 años que se publicaron 
los primeros informes al respecto (Brown, 1976), el conocimiento que se tiene de 
las migraciones climáticas sigue siendo limitado. En la actualidad, siguen existiendo 
fuertes debates en torno a diferentes aspectos, entre ellos: las cifras (Gemenne, 
2011), la denominación (Dun y Gemenne, 2008) y la protección jurídica de las 
personas que migran por causa del cambio climático, especialmente de aquellas 
que lo hacen fuera de sus países, pues se enfrentan a un persistente legal gap o vacío 
jurídico que aumenta su vulnerabilidad (Türk y Dowd, 2014).

En este sentido, en los últimos años se han venido desarrollando diferentes pro-
puestas para superar dicho vacío jurídico5. Así, junto a la abundante doctrina que 
invita a la adaptación de los instrumentos existentes en el derecho internacional 
para dar cabida a la protección de los derechos de quienes migran por motivos 
climáticos (Cooper, 1998), también se han desarrollado varias propuestas de 
tratado internacional ad hoc (Hodkinson, 2011; Prieur, 2011) o de un Protoco-
lo a la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático 
(CMNUCC), de 1992 (Biermann y Boas, 2008; Gogarty, 2011). Igualmente, se 
han promovido otras alternativas para favorecer la protección de los migrantes 

4	 Se emplea el término “migración climática” para designar al movimiento de personas causado, directa e 
indirectamente, por la degradación ambiental que genera el cambio climático. La Organización Internacional 
para las Migraciones (OIM) define a los migrantes ambientales como: “(…) personas o grupos de personas 
que, principalmente en razón de un cambio repentino o progresivo en el medio ambiente, que incide 
adversamente en sus vidas o en las condiciones de vida, se ven obligados a abandonar el lugar habitual de 
residencia, u optan por hacerlo, ya sea temporalmente o con carácter permanente, y que se desplazan dentro 
del país o al extranjero” (OIM, 2014, p. 15). 

5	 Para conocer algunas de las propuestas actuales, véanse Behrman y Kent (2018). 
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climáticos con diferentes grados de aceptación, como los Principios de Península 
(Displacement Solutions, 2013) o la Iniciativa Nansen (Nansen Initiative, 2015). 

En esta línea, la comunidad internacional ha comenzado a prestar cierta atención 
a las relaciones entre el cambio climático y las migraciones. Entre estos avances 
cabe destacar: la puesta en marcha de la “Task Force on Displacement” creada tras 
la 21.ª reunión de la Conferencia de las Partes de la CMNUCC (COP21) (CM-
NUCC, 2017); los avances de la “Platform on Disaster Displacement”, que surgió de 
la Iniciativa Nansen (PDD, s. f.); la adopción de la Declaración de Nueva York 
para los Refugiados y los Migrantes (ONU, 2016), en la que se reconoce el medio 
ambiente y el cambio climático como factores que impulsan los movimientos mi-
gratorios, destacando también que en la preparación del Pacto Mundial para una 
Migración Segura, Regular y Ordenada6 se incluyeron consultas específicas sobre 
migración y medio ambiente; la admisión de la Agenda de Desarrollo Sostenible 
2030 (ONU, 2015), que incluye a las personas migrantes en sus 17 objetivos y, 
por primera vez, incorpora la migración en la agenda global de desarrollo; y, fi-
nalmente, la adquisición de las Directrices para la Protección de los Migrantes en 
Países Afectados por Conflictos o Desastres Naturales en el 2016 (MICIC, 2016). 

Sin embargo, a pesar de la importancia de estos avances, la mayoría de los Gobiernos 
e instituciones internacionales sigue sin abordar el problema de la forma necesaria 
y las respuestas para solventar el vacío jurídico continúan siendo insuficientes. Se 
puede afirmar que, hasta ahora, el derecho internacional ha permanecido ajeno a 
la realidad de las migraciones climáticas y, en la actualidad, la situación de quienes 
se trasladan por motivos climáticos sigue sin estar competentemente contemplada.

Lo cierto es que la adaptación o la interpretación más extensiva de los instrumentos 
jurídicos existentes requiere de mucha voluntad política y, aunque sea posible, a 
corto plazo parece ciertamente una meta difícil de alcanzar (Felipe, 2016; Felipe, 
2018). En este contexto, el marco jurídico internacional de los derechos humanos, 
aplicables a cualquier persona, independientemente de su condición jurídica, se 
configura como una herramienta fundamental para la protección de los migrantes 
climáticos. Este mismo marco requiere que los Estados (de origen y receptores) 
aseguren el ejercicio y protección de los derechos humanos de las personas mi-
grantes, con independencia de su situación migratoria. 

Con el objetivo de avanzar en la protección jurídica de quienes migran por 
motivos climáticos, en este artículo se analiza, en primer lugar, la relación entre 

6	 La Declaración de Nueva York inició un proceso de consulta y negociación intergubernamental para la 
adopción de este pacto mundial que se espera sea adoptado en el 2018. Para mayor información sobre el 
proceso de negociación y los propósitos de este, véase www.iom.int/global-compact-migration. 
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cambio climático, derechos humanos y migraciones. A continuación, se realiza 
un estudio de la evolución del régimen internacional del cambio climático y del 
marco jurídico internacional de las migraciones, en relación con las climáticas, 
con el fin de identificar las situaciones de desprotección jurídica. En el siguiente 
apartado, se explora, por un lado, la aplicación del marco internacional de los 
derechos humanos como herramienta para la protección de estas personas y, por 
otro, se estudia la posibilidad de responsabilizar a los Estados contaminantes por 
la vulneración de los derechos humanos de los migrantes climáticos. Finalmente, 
se concluye que el derecho internacional de los derechos humanos constituye una 
herramienta fundamental para superar el vacío jurídico en el que se encuentran 
los migrantes climáticos, especialmente cuando cruzan fronteras internacionales. 

1.	 LA RELACIÓN ENTRE EL CAMBIO CLIMÁTICO, LOS 
DERECHOS HUMANOS Y LAS MIGRACIONES

El quinto informe del Panel Intergubernamental de Expertos sobre el Cambio 
Climático (IPCC) confirma que el cambio climático es inequívoco y que sus 
principales causas son las emisiones de gases de efecto invernadero (GEI) de 
origen antropogénico. Se identifican como impactos relacionados con tal cambio 
climático el incremento en la frecuencia de eventos meteorológicos extremos y 
de desastres, la elevación del nivel del mar, las inundaciones, las olas de calor, las 
sequías, la desertificación, el mayor estrés hídrico y el aumento en la difusión de 
enfermedades transmitidas por vectores como malaria o dengue, etc. (IPCC, 2014). 

Estos impactos afectan la calidad de vida de muchas personas, especialmente en 
las regiones más vulnerables del planeta, que son, entre otras, el cuerno de África, 
el Sahel, América Central e India, junto con algunas partes del norte de América, 
como Alaska y los pequeños Estados insulares de escasa elevación, más que todo 
en el Caribe y el Pacífico (Sherbinin, 2014; Hamza, Koch, Plewa, 2017). Esto 
constituye una gran injusticia, pues dichas regiones son las que históricamente 
han contribuido en menor medida a las emisiones de GEI (Jamieson, 2011). 

Además, los impactos climáticos amenazan directa e indirectamente el pleno dis-
frute de los derechos humanos (Godínez, 2006; Sarshar, 2011), como el propio Alto 
Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos (ACNUDH) 
ha reconocido en numerosas ocasiones7. Derechos de tanta importancia como el 
referido a la vida se ven afectados por el incremento de huracanes e inundaciones, 
así como por el aumento del hambre, la malnutrición y las enfermedades infecciosas 
agravadas por el cambio climático (ACNUDH, 2009). De hecho, entre los años 

7	 Resoluciones del Consejo de Derechos Humanos de la ONU sobre Derechos Humanos y Cambio Climático 
7/23 (2008), 10/4 (2009), 18/22 (2011), 26/27 (2014), 29/15 (2015) y 32/33 (2016).
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2030 y 2050, los efectos del cambio climático podrían ocasionar, aproximadamente, 
250 000 muertes adicionales al año (Hales et al., 2014).

De igual forma, el derecho a una alimentación adecuada, así como el derecho 
humano al agua se ven afectados. Al tener fuertes repercusiones negativas para 
el ámbitoagrícola y otros sectores productivos, los impactos del cambio climático 
agravan las crisis alimentarias, además de afectar la distribución del agua en el 
mundo, dejando a muchas personas que ya padecen estrés hídrico en situaciones 
aún más peligrosas (IPCC, 2014; OXFAM, 2009). Por ejemplo, se estima que antes 
de que el nivel del mar supere e inunde totalmente las islas y atolones del Pacífico 
y el Índico, como Tuvalu, las Maldivas o Kiribati, el cambio climático destruirá las 
posibilidades de tener una vida saludable a causa de la intrusión del agua marina 
en los acuíferos de agua dulce, inundaciones y tormentas (Storlazzi et al., 2018). 

El cambio climático también conlleva efectos adversos para la salud de millones 
de personas, teniendo impactos diferenciados para las mujeres y otros grupos de 
población como los enfermos y la niñez (Duong, 2010; OMS, 2012; OMS, 2016). 
Por su parte, las comunidades indígenas son especialmente vulnerables, ya que su 
mera existencia está a menudo inextricablemente unida al medio ambiente en 
el que habitan, por lo que derechos como la libre determinación o la expresión 
cultural se ven amenazados por los impactos del cambio climático (Acevedo, 
2014; Duong, 2010). 

En virtud de ello, en su informe de 2016, el Profesor John Knox, exrelator especial 
sobre la cuestión de las obligaciones de derechos humanos, relacionadas con el 
disfrute de un medio ambiente sin riesgos, limpio, saludable y sostenible, no solo 
resaltó la creciente atención al vínculo entre el cambio climático y los derechos 
humanos, sino que determinó que los efectos negativos previsibles del cambio 
climático en el disfrute de los derechos humanos entrañan, para los Estados, la 
obligación de adoptar medidas destinadas a protegerlos (CDH, 2016).

Las migraciones climáticas constituyen una de las consecuencias de las condi-
ciones ambientales degradadas por los efectos del cambio climático en entornos 
socioeconómicos vulnerables, en los que la transgresión de los derechos humanos 
es evidente (Fatima, Jawadurovna y Coelho, 2014). Deben entenderse como un 
fenómeno que no depende solo de las características de la modificación ambiental 
que las genera, sino también de las condiciones socioeconómicas de la población 
afectada, de su capacidad de adaptación y de las características concretas del lugar 
en cada caso; es decir, se trata de un fenómeno complejo y multicausal. Muchas 
personas migran bien como una forma de anticiparse a peores condiciones am-
bientales, o bien como estrategia de supervivencia (The Government Office for 
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Science, 2011). Asimismo, aunque se trata de un fenómeno heterogéneo, las mi-
graciones climáticas presentan una serie de particularidades comunes que definen 
su realidad: siempre que la situación lo permita, tienden a ser movimientos de 
población temporales, dentro de los Estados y de carácter forzado (Felipe, 2016).

En la actualidad, hay ejemplos concretos de migraciones climáticas alrededor 
de todo el planeta, desde las islas de escasa altura en el océano Pacífico, que se 
enfrentan a la escasez de agua dulce debida a la elevación del nivel del mar y a las 
tormentas cada vez más frecuentes (ACNUDH, 2009; Barnett, 2001), hasta algu-
nas comunidades en Alaska, como Shishmaref y Kivalina, que han de reubicarse, 
debido a que el permafrost sobre el que se asentaban sus casas se está derritiendo 
(Bronen, 2010; Felipe y Salles, 2015). Países como Bangladesh no se ven afecta-
dos solo por la elevación del mar, sino por inundaciones cada vez más intensas y 
frecuentes que incrementan los movimientos migratorios, primordialmente hacia 
las grandes urbes (Pender, 2008; Rezaul, 2017). En el delta del río Mekong (una 
de las áreas más vulnerables a la degradación ambiental y a las consecuencias del 
cambio climático mundial) la erosión de la tierra, las sequías, los ciclones, las 
inundaciones y la salinización han sido señaladas como factores que impulsan la 
migración de un alto número de personas (Entzinger y Scholten, 2016). Asimis-
mo, las sequías que afectaron Angola en el 2013 y las posteriores inundaciones 
generaron importantes migraciones en el país (OIM, 2014). 

En Centroamérica y México, factores ambientales como la desertificación, las 
sequías y otros eventos extremos contribuyen a los complejos patrones de mo-
vilidad en esta región (Warner, Sherbinin y Chai-Onn, 2009). En Panamá, por 
ejemplo, los habitantes de una de las islas de la comunidad indígena Kuna-Yala, 
en el mar Caribe, se encuentran llevando a cabo tareas de reasentamiento, tras 
tomar la decisión de abandonar el archipiélago y reubicarse en el continente, 
debido a que la sobrepoblación, la escasez de agua potable y la cada vez menor 
proporción de terreno disponible están dificultando su supervivencia y el disfrute 
de sus derechos humanos (Displacement Solutions, 2016). Así, los movimientos 
migratorios en la región podrían incrementarse, en la medida en que los efectos 
del cambio climático se intensifiquen.

En América del Sur, tanto los eventos extremos como los de desarrollo lento están 
generando movimientos poblacionales en Brasil, fundamentalmente en el nivel 
interno (Pires, Lyra, Salles y Abreu, 2016). En Chile, un caso que llama mucho la 
atención es el de la comuna de Monte Patria en la Provincia del Limarí, donde la 
escasez de agua ha afectado la economía de su población, altamente dependiente 
de la agricultura, y ha provocado la migración de un gran número de personas en 
busca de empleo (Priotto, 2017). Una situación similar se vive en Bolivia, donde 
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la desaparición del segundo lago más grande del país, el Lago Poopó, a causa del 
cambio climático, entre otros, ha ocasionado la migración de integrantes de una 
comunidad indígena aledaña, cuyos medios de subsistencia y derechos se han visto 
amenazados (Clark, 2016). También resulta interesante señalar una de las con-
clusiones más relevantes del informe “Migraciones, ambiente y cambio climático. 
Estudios de Caso en América del Sur”, publicado por la Organización Internacional 
de las Migraciones (OIM) en el 2017. En este, se analizaron casos concretos como 
el mencionado de Chile, junto con Argentina, Brasil, Colombia y Ecuador. La 
conclusión fue que “(…) en todos los casos se producen movimientos migratorios 
de tipo permanentes y transitorios por causas de la intensificación de eventos 
climáticos extremos provocados por el cambio climático” (Priotto, 2017, p. 142).

Estos son solo algunos de los muchos ejemplos de migraciones relacionadas con el 
cambio climático, que están teniendo lugar en la actualidad en diversas regiones 
del mundo. Todos ellos demuestran que las comunidades más desfavorecidas en 
los países empobrecidos son las que sufren en mayor medida las consecuencias del 
cambio climático y dónde las migraciones climáticas son más evidentes hoy en 
día. Si bien el cambio climático supone una amenaza para el pleno disfrute de los 
derechos humanos de las personas afectadas por este, como se mencionaba, en el 
caso particular de quienes migran por motivos climáticos esta amenaza es incluso 
mayor (IASC, 2008; Godínez, 2006; Sarshar, 2011; Solà, 2012).

2.	 LA (DES)PROTECCIÓN DE LOS MIGRANTES CLIMÁTICOS

A pesar de los recientes avances políticos y de la evidencia empírica cada vez más 
clara, ni el marco jurídico internacional del cambio climático ni el derecho interna-
cional de las migraciones se han adaptado a la realidad de las migraciones climáticas. 
Así, como se describe en los siguientes apartados, ambos regímenes continúan sin 
incluir, de manera explícita o suficiente, la situación de quienes se trasladan por 
motivos climáticos ni proporcionan mecanismos efectivos para su protección.

2.1	 La lenta evolución del marco jurídico internacional del cambio climático 
ante las migraciones climáticas

En 1992, durante la conocida Cumbre de la Tierra celebrada en Río de Janeiro, se 
adoptó la CMNUCC (ONU, 1992). Mediante la CMNUCC, las partes firmantes 
se comprometieron a conseguir “(…) la estabilización de las concentraciones de 
gases de efecto invernadero en la atmósfera a un nivel que impida interferencias 
antropógenas peligrosas en el sistema climático” (artículo 2). El texto de la CM-
NUCC no hace mención de la protección jurídica de las personas que migran 
por motivos climáticos. De hecho, al ser un tratado internacional multilateral de 
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protección ambiental, la CMNUCC concierne más bien a las relaciones entre 
Estados, por lo que no entra en la discusión sobre los derechos que aquellos deben 
asegurar a los individuos o comunidades (Pires, 2013). No obstante, comprende 
algunos de los principios del derecho internacional del medio ambiente, esenciales 
para el caso de las migraciones inducidas por el cambio climático, como el prin-
cipio de precaución, el de prevención, el de equidad intra- e intergeneracional y 
el de desarrollo sostenible.

Un primer avance significativo en el ámbito de las migraciones climáticas tuvo 
lugar en la COP 16, celebrada en Cancún en el 2010, con la adopción de los 
denominados “Acuerdos de Cancún” (CMNUCC, 2010). Gracias a los esfuerzos 
de ciertos Estados y actores no estatales, esta fue la primera vez que el vínculo 
entre las migraciones y el cambio climático apareció en un documento oficial de 
la Convención. Así, el párrafo 14, apartado f, invitó a las partes a intensificar su 
labor de adaptación, mediante 

[l]a adopción de medidas para mejorar el entendimiento, la coordinación y la coo-
peración en lo que respecta al desplazamiento, la migración y el traslado planificado 
como consecuencia del cambio climático, cuando corresponda, a nivel nacional, 
regional e internacional.

Luego de años de negociación, los esfuerzos por la incorporación de las migraciones 
climáticas en el régimen jurídico del cambio climático conseguirían un avance im-
portante en la COP 21, celebrada en París en el 2015, donde se adoptó el Acuerdo 
de París (CMNUCC, 2015). Este define un plan de acción global, cuya finalidad 
es evitar los efectos más graves del cambio climático, limitando el calentamiento 
global a menos de 2 ºC, esperando restringir el aumento a 1.5 ºC (artículo 2). El 
Acuerdo, que entró en vigor en noviembre de 2016, supuso un notable paso, ya 
que incorporó, por primera vez en un instrumento legal de alcance universal en 
la materia, referencias sobre las migraciones inducidas por el cambio climático. 
En concreto, el preámbulo del Acuerdo señala 

Reconociendo también que el cambio climático es un problema común de la 
humanidad, por lo que las Partes, al adoptar medidas para hacer frente al cambio 
climático, deberían respetar, promover y tomar en consideración sus respectivas 
obligaciones con respecto a los derechos humanos, el derecho a la salud, los derechos 
de los pueblos indígenas, las comunidades locales, los migrantes, los niños, las per-
sonas con discapacidad y las personas en situaciones de vulnerabilidad y el derecho 
al desarrollo, así como la igualdad de género, el empoderamiento de la mujer y la 
equidad intergeneracional. (CMNUCC, 2015, párr. 11)
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Además, una referencia al desplazamiento relacionado con los efectos adversos del 
cambio climático fue integrada en el texto de la decisión del Acuerdo, concreta-
mente, en el mecanismo de “pérdidas y daños” (CMNUCC, 2015)8: 

Pide también al Comité Ejecutivo del Mecanismo Internacional de Varsovia que, de 
conformidad con sus procedimientos y su mandato, establezca un equipo de tareas 
que sea un complemento a los órganos y grupos de expertos existentes en el marco 
de la Convención, incluidos el Comité de Adaptación y el Grupo de Expertos para 
los Países Menos Adelantados, así como a las organizaciones y demás expertos com-
petentes que operan al margen de la Convención, aproveche sus trabajos y recabe su 
participación, según el caso, con el fin de elaborar recomendaciones sobre enfoques 
integrados que permitan evitar, reducir al mínimo y afrontar los desplazamientos 
relacionados con los efectos adversos del cambio climático. (párr. 50)

A pesar de esta inclusión, en el texto se dejó claro que no habrá ningún tipo de 
responsabilidad jurídica o indemnización relacionada con los migrantes climáticos. 

Así, aunque las migraciones climáticas no se encuentran incorporadas propia-
mente en el texto del Acuerdo de París, al menos se recogen en su preámbulo y 
en las decisiones para hacerlo efectivo. Si bien dicha inclusión se ha considerado 
un aspecto positivo, lo cierto es que todavía resulta insuficiente en cuanto a la 
gravedad y magnitud de las migraciones climáticas (UK Climate Change and 
Migration Coalition, 2015).

Sin embargo, aunque se evidencia su falta de ambición, al menos ahora existe un 
pacto de alcance mundial en el que los Estados parte se comprometen a tratar el 
asunto de las migraciones climáticas y, además, sirvió para crear la “Task Force on 
Displacement” aludida. 

2.2	 Los vacíos jurídicos en el derecho internacional de los movimientos migratorios

El derecho internacional de las migraciones incluye los marcos jurídicos que contem-
plan tanto los movimientos migratorios relativamente voluntarios9 y forzados, como 
los que tienen lugar dentro de los Estados o cruzando fronteras internacionales. 

8	 La inclusión de este párrafo no estuvo clara hasta el final de las negociaciones y fue el resultado de los 
esfuerzos del lobby impulsado por el “Advisory Group on Climate Change and Human Mobility”.

9	 Como explican Celis y Aierdi (2015), a la hora de migrar, normalmente la toma de decisiones de las personas 
no ocurre de una manera totalmente libre, sino que se encuentra condicionada por unas estructuras sociales 
que determinan el momento y el lugar; es decir, la mayoría de los movimientos migratorios se encuentran 
“condicionados”, en sus propias palabras: “(…) tras toda emigración, incluso en las migraciones deseadas, hay un 
campo de fuerzas que las motiva, campo más o menos involuntario. En términos lógicos, desde esta perspectiva, 
toda migración es una migración forzada, porque hay alguna fuerza, causa o resorte que la precipita” (pp. 17-18). 
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En cuanto a los considerados movimientos migratorios voluntarios, en el nivel 
internacional, la Convención Internacional sobre la Protección de los Derechos 
de todos los Trabajadores Migratorios y de sus Familiares (ONU, 1990), que fue 
adoptada en 1990 y entró en vigor el 1 de julio de 2003, reconoce expresamente los 
derechos humanos de todos los trabajadores migrantes, así como los de sus familias, 
con independencia de su condición jurídica en el país de acogida. Sin embargo, a 
pesar de que pueda ser aplicada para algunos migrantes climáticos, solo lo será para 
quienes encajen en lo definido por la Convención. Además, dicho instrumento 
ha sido ratificado por muy pocos Estados, siendo estos, principalmente, países de 
origen de las personas migrantes (como Filipinas, Marruecos, Colombia y Méxi-
co), mientras que ningún país predominante de acogida lo ha hecho (UNESCO 
2005; ACNUDH, 2018).

En cuanto a los movimientos forzados de población que tienen lugar dentro de los 
Estados, los Principios Rectores de los Desplazamientos Internos (ONU, 1998) 
podrían suponer el instrumento clave, pues incluyen, de manera expresa, la pro-
tección de las personas desplazadas a causa de desastres naturales o provocados 
por el ser humano10. No obstante, se trata de un instrumento voluntario que los 
Estados pueden incorporar o no en sus ordenamientos internos y que no integra 
ningún mecanismo de supervisión y presentación de informes. Además, aunque han 
sido reconocidos como un importante marco legal para la protección de personas 
desplazadas dentro de los países (AGNU, 2005), estos principios rectores no se 
podrían aplicar para las migraciones climáticas internacionales. 

En el nivel regional, cabe destacar la Convención de la Unión Africana para la 
Protección y la Asistencia de los Desplazados Internos en África, conocida como 
“Convención de Kampala”, que contempla expresamente el cambio climático 
como causa de los desplazamientos internos (OUA, 2009). Así, el artículo 5.4 de 
la Convención llama a los Estados parte a la adopción de medidas “para proteger y 
ayudar a las personas que han sido desplazadas internamente debido a los desastres 
naturales o producidos por el ser humano, incluyendo el cambio climático”. Se ha 
de reconocer la importancia de este instrumento al considerarse el primer tratado 
internacional vinculante sobre desplazamiento interno, que protege los derechos 
humanos de las personas migrantes por factores climáticos. Sin embargo, no in-
cluye la situación de aquellas que cruzan fronteras internacionales e, igualmente, 
el alcance de su aplicación es regional. 

10	 Según los Principios Rectores, el desplazamiento se produce cuando las “personas o grupos de personas [...] se han 
visto forzadas u obligadas a escapar o huir de su hogar o de su lugar de residencia habitual, en particular como 
resultado o para evitar los efectos de un conflicto armado, de situaciones de violencia generalizada, de violaciones 
de los derechos humanos o de catástrofes naturales o provocadas por el ser humano” (artículo 2). 
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En relación con los movimientos migratorios internacionales de carácter forzado, 
se ha propuesto que se proteja a quienes se movilizan por motivos climáticos, me-
diante la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951 y su Protocolo de 
1967 (en adelante, Convención de Ginebra) (ONU, 1951, 1967). Empero, estos 
instrumentos no fueron creados para la protección de estas personas y presentan 
varias limitaciones. Entre ellas destaca, en primer lugar, el concepto jurídico de 
refugiado11 que, según la citada Convención de Ginebra, no contempla las causas 
ambientales entre los motivos para que sea concedido el estatuto de refugiado. 
Además, resulta complicado que se entienda al cambio climático como agente 
persecutor o que la degradación ambiental pueda constituir un motivo de perse-
cución en su sentido jurídico. 

En segundo lugar, otra de las limitaciones se refiere a la negativa de varios gobiernos 
y del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR) 
por aplicar dichos instrumentos a las migraciones climáticas (ACNUR, 2008; 
Biermann y Boas, 2010a; Castillo, 2011; Horne, 2006). Varios casos en Australia 
y en Nueva Zelanda, en los que ciudadanos de Kiribati y Tuvalu han solicitado el 
estatuto de refugiados por motivos climáticos y han sido denegados, confirman la 
no adecuación actual de la Convención de Ginebra para los migrantes climáticos12. 
De igual modo, sería aplicable solo a las migraciones climáticas internacionales, 
dejando de lado a quienes se movilizan dentro de sus países. 

Regionalmente, la Convención de la Organización de la Unión Africana sobre 
los Refugiados de 1969 (OUA, 1969) y la Declaración de Cartagena sobre los 
Refugiados de 1984 (ONU, 1984) ofrecen una definición más amplia que la 
Convención de Ginebra, incluyendo, entre las causas, las situaciones que han 
alterado gravemente el orden público13. Bajo ciertas interpretaciones, esto podría 
equipararse a la degradación ambiental fruto del cambio climático, como sequías 

11	 Según el artículo 1 de la Convención, un “refugiado” es una persona que “(...) debido a fundados temores 
de ser perseguida por motivos de raza, religión, nacionalidad, pertenencia a determinado grupo social u 
opiniones políticas, se encuentre fuera del país de su nacionalidad y no pueda o, a causa de dichos temores, 
no quiera acogerse a la protección de tal país; o que, careciendo de nacionalidad y hallándose, a consecuencia 
de tales acontecimientos, fuera del país donde antes tuviera su residencia habitual, no pueda o, a causa de 
dichos temores, no quiera regresar a él” (ONU, 1951, 1967).

12	 Véase, por ejemplo: Apelación de Refugiados 72189/2000, Autoridad de Apelaciones del Estatuto de 
Refugiados de Nueva Zelanda, 17 de agosto de 2000, párrafo 13; 0907346 [2009] RRTA 1168 (10 de diciembre 
de 2009) párrafo 51 (Tribunal de Revisión de Refugiados de Australia).

13	 La Convención de la OUA añade a la definición de persona refugiada que establece Ginebra que se otorgará 
el estatuto de personas refugiadas a las obligadas a salir de su país de origen “(…) a causa de una agresión 
exterior, una ocupación o una dominación extranjera, o de acontecimientos que perturben gravemente el 
orden público” (OUA, 1969). Y la Declaración de Cartagena también aplica la condición de refugiadas a 
aquellas cuyas “(…) vida, seguridad o libertad han sido amenazadas por la violencia generalizada, la agresión 
extranjera, los conflictos internos, la violación masiva de derechos humanos u otras circunstancias que hayan 
perturbado gravemente el orden público” (ONU, 1984). 
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duraderas que generan hambrunas. De hecho, la Convención de la Organización 
de la Unión Africana ya se aplicó en el 2010-2012, cuando la sequía que afectó 
gravemente a Somalia hizo que muchas personas solicitaran asilo en los países 
vecinos (Nansen Initiative, 2014). Por el momento, los principales inconvenientes 
para ampliar esta protección a todos los migrantes climáticos son que se trata de 
instrumentos de carácter regional, no universal y que no recogen específicamente 
los motivos ambientales. Además, la Declaración de Cartagena es un instrumento 
jurídicamente no vinculante.

Finalmente, para el caso de los pequeños Estados insulares de escasa elevación, 
se ha de considerar que la elevación del nivel del mar trae como consecuencia la 
salinización de los acuíferos y la pérdida de territorio, junto con los efectos de tor-
mentas cada vez más frecuentes e intensas, por lo que pueden resultar inhabitables 
en el corto plazo e incluso verse sumergidos en el largo plazo (Burkett, 2011). Esto 
plantea un sinnúmero de cuestiones nunca tratadas en el derecho internacional, 
pues no se había dado la situación de estar ante una posible “inhabitabilidad total” 
o “desaparición del Estado” por la elevación del nivel del mar (Gagain, 2012). Esto 
ha sacado a la luz la idea, aún no resuelta, de que los habitantes de estas pequeñas 
islas puedan llegar a ser considerados apátridas y si, por tanto, podría aplicarse la 
Convención sobre el Estatuto de los Apátridas (ONU, 1954). Independientemente 
de si se podrá suponer a estas personas apátridas o no, la probabilidad de generar 
el fenómeno de la apatridia de facto aumenta conforme se intensifican los efectos 
del cambio climático, por lo que resulta de suma importancia la aplicación de los 
principios establecidos en la Convención para Reducir los Casos de Apatridia 
(ONU, 1961). 

3.	 EXPLORANDO LA APLICACIÓN DEL MARCO 
INTERNACIONAL DE LOS DERECHOS HUMANOS A LAS 
MIGRACIONES CLIMÁTICAS

3.1	 Los derechos humanos como garantía mínima de protección

Los instrumentos internacionales en materia de derechos humanos proporcionan 
cierta protección a quienes migran (dentro y fuera de sus países) por múltiples 
razones, asegurando el resguardo de sus derechos fundamentales y la asistencia de 
los Estados, de conformidad con sus obligaciones de derechos humanos. En este 
contexto, aunque todavía se necesita una aplicación más concreta de esas normas 
a las migraciones climáticas a fin de superar los vacíos que aún existen y prestar 
atención a la vulnerabilidad de las personas que se encuentran en esa situación 
particular (CDH, 2012), el marco internacional de los derechos humanos se 
presenta como una opción, con el fin de ofrecer, al menos, una protección básica 



28 30 Revista Latinoamericana de Derechos Humanos
Volumen 30 (1), I Semestre 2019
(ISSN: 1659-4304) (EISSN: 2215-4221)

Beatriz Felipe Pérez, Daniel Iglesias Márquez y Paola Villavicencio Calzadilla

y fundamental para los migrantes climáticos, tanto en el nivel interno como en 
el internacional. 

Como explica Tully (2007), se espera que, por ejemplo, la elevación del nivel 
del mar fuerce la migración de las poblaciones locales más vulnerables en los 
asentamientos costeros. Estas personas, que son “víctimas” de la degradación am-
biental relacionada con el cambio climático, a priori no encajan en la categoría 
de refugiados, ni de desplazados internos, puede que algunos sí se adecuaran a la 
definición de trabajadores migrantes, pero no existe ningún régimen que les ga-
rantice protección específica, y así ocurriría con el resto de normativa existente, 
como se analizó en el apartado anterior. Sin embargo, estas personas deben poder 
disfrutar de todos sus derechos, como el derecho a la vida, a la alimentación, al 
agua, a la salud, a la educación, entre otros, gracias a la garantía que supone el 
sistema de protección de los derechos humanos.

Los motivos principales por los que se debe considerar el derecho internacional 
de los derechos humanos en relación con las migraciones climáticas son que (1) 
aseguran un estándar de trato mínimo del cual todos los individuos en el territorio 
o jurisdicción de un Estado son titulares; (2) cuando las personas se trasladan a 
otro Estado, proporcionan un estándar de trato mínimo también en el Estado que 
los recibe; y (3) pueden ser el fundamento al que quienes migran puedan recurrir 
para solicitar protección en un tercer Estado, basándose en la expansión del prin-
cipio de “no devolución”, aunque dichas solicitudes deberán ser cuidadosamente 
argumentadas y diseñadas, dadas las complejidades ligadas a la aplicación de este 
(McAdam, 2011; OHCHR, s. f.). 

En este sentido, al menos en teoría, el derecho internacional de los derechos hu-
manos garantiza los derechos básicos de las personas que abandonan sus hogares, 
debido a los devastadores efectos del cambio climático, pues todas deben disfrutar 
del conjunto de privilegios civiles, políticos, económicos, sociales, culturales y 
ambientales establecidos en los diferentes tratados internacionales sobre derechos 
humanos (McAdam, 2014). 

Al mismo tiempo, las normas de derechos humanos establecen ciertas obliga-
ciones que tienen los Estados respecto a los migrantes climáticos. Así, aquellos 
tienen la obligación de respetar, proteger y garantizar los derechos (sustantivos 
y procedimentales) de todas las personas, especialmente de grupos vulnerables 
como los migrantes, en el contexto del cambio climático, así como de asegurar 
su derecho de no discriminación (CDH, 2016). Además, los Estados deben (i) 
adoptar ambiciosas medidas de mitigación para prevenir los impactos negativos 
del cambio climático sobre los derechos humanos; (ii) implantar estrategias de 
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adaptación eficaces, con el afán de reducir los riesgos y la vulnerabilidad, al igual 
que aumentar la capacidad y resiliencia, a fin de prevenir las migraciones climá-
ticas o facilitar su planificación cuando sean necesarias; (iii) asegurar la libertad y 
seguridad de los migrantes climáticos, así como adoptar acciones para hacer más 
sencilla una migración con dignidad, en la que el ejercicio de los derechos no se 
vea restringido; (iv) promover y garantizar el acceso tanto a la información como 
a la participación de todas las personas, incluyendo los migrantes, en la toma de 
decisiones relativas al cambio climático; (v) asegurar el derecho de acceso a la 
justicia y recursos efectivos de los migrantes por los daños generados, debido a 
los efectos del cambio climático, o medidas de mitigación o adaptación, sobre 
sus derechos humanos; y, en el nivel internacional, (iv) cooperar para respaldar 
la seguridad y protección de las poblaciones vulnerables, como los migrantes 
climáticos, con independencia de donde ellos se encuentren (OHCHR, s. f.). 
Además, como ya se ha mencionado, el propio Acuerdo de París ha reconocido 
la importancia de respetar los derechos de las personas migrantes como grupo 
vulnerable, al señalar que los Estados deben respetar, impulsar y tener en cuenta 
sus respectivas obligaciones de derechos humanos, cuando adopten medidas para 
hacer frente al cambio climático (preámbulo).

Con todo, puesto que los derechos humanos se ven afectados en contextos de mi-
graciones climáticas, los Estados deben seguir trabajando para proteger los derechos 
de las poblaciones afectadas y aumentar esfuerzos, con el propósito de encontrar 
soluciones en las que sus derechos, necesidades y capacidades sean tomados en 
cuenta (CDH, 2017).

3.2	 La responsabilidad de los Estados por violaciones a los derechos humanos 
asociadas al cambio climático

Dado que la responsabilidad es un elemento central en cualquier sistema legal 
(Crawford, 2013), se plantea la hipótesis de inculpar a los Estados más conta-
minantes por sus emisiones históricas de GEI, generadoras del cambio climático 
que, directa e indirectamente, da lugar a movimientos migratorios. Lo anterior, 
debido a la falta de adecuada diligencia, en relación con el cumplimiento de sus 
obligaciones internacionales y, de esta manera, esos entes se ven ante la obliga-
ción de cesar los actos ilícitos, o bien, de reparar el daño causado, con base a su 
responsabilidad internacional. En este sentido, parte de la doctrina considera que 
las normas secundarias del derecho internacional sobre la responsabilidad de los 
Estados podrían proporcionar una orientación importante para el desarrollo del 
régimen internacional sobre el cambio climático, que no parece ser inconsistente 
con las normas secundarias de aquel. Por lo tanto, nada impide que dichas nor-
mas puedan ser aplicables cuando un Estado no cumple con sus compromisos de 
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reducir sus emisiones de GEI, en el marco de la CMNUCC o de cualquier otro 
instrumento internacional en materia de cambio climático (Mayer, 2014). Esto 
permitiría a las personas que migran por los efectos directos del cambio climático 
exigir la responsabilidad internacional de los Estados contaminantes.

No obstante, al día de hoy, en lo estipulado por la CMNUCC no se contempla 
un mecanismo de responsabilidad por el incumplimiento de las obligaciones de 
los Estados en materia de cambio climático. El papel del derecho internacional 
de los derechos humanos, por tanto, cobra aún más importancia en este contexto. 
Actualmente, no parece haber otra vía para las víctimas individuales de daños 
asociados con el cambio climático, como los migrantes climáticos, si no fuese 
recurrir a tribunales internacionales en materia de derechos humanos, una vez 
agotados los recursos internos.

Si bien el presente artículo se enfoca, principalmente, en la responsabilidad de 
los Estados por violaciones de derechos humanos en el contexto de cambio cli-
mático, cabe destacar que también existen las vías legales para hacer efectiva la 
responsabilidad de las empresas por daños producidos a causa de su contribución al 
cambio climático. De hecho, dado que las compañías del sector de hidrocarburos 
y de energía intervienen en gran parte de las emisiones de GEI (Heede, 2014), 
existen ya precedentes en diversos Estados en los que empresas transnacionales 
han sido demandadas ante tribunales nacionales. 

Por ejemplo, en el 2015, un agricultor peruano demandó a la empresa de energía 
alemana RWE, por la contribución de sus actividades al cambio climático y, en 
consecuencia, por incrementar el riesgo del colapso de 2 glaciares en la laguna 
Palcacocha, poniendo en peligro su vida y seguridad, así como la del resto de la 
población local, por las posibles inundaciones generadas. A pesar de que el caso 
fue rechazado en primera instancia, en el 2017, el Tribunal de Hamm, en segunda 
instancia, determinó su competencia para conocer del asunto y dio paso a la fase 
de prueba de los hechos controvertidos. Si el fallo determinara la responsabilidad 
de la empresa RWE (lo que sentaría un precedente histórico), esta tendría que 
compensar y asumir parte de las medidas de protección de la comunidad afectada 
(Küper, 2017).

Otro caso por destacar, dada su importancia, es el iniciado contra 47 empresas de 
combustibles fósiles (incluyendo Shell, ExxonMobil, BP, Repsol, entre otras) ante 
la Comisión de Derechos Humanos de Filipinas y con el que se exige la responsa-
bilidad de dichas compañías por los daños y vulneraciones a los derechos huma-
nos derivadas del cambio climático. Esto comenzó en el 2015 con una petición 
presentada ante dicha comisión por representantes de comunidades afectadas, 
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sobrevivientes del tifón Haiyan de 2013 y varias ONG, la cual se respaldó en una 
investigación en la que concluyó que 90 empresas energéticas eran responsables del 
63 % de los GEI emitidos entre 1751 y el 2010. Sobre esta base, los peticionarios 
pretenden establecer la implicación de las empresas, a partir del vínculo causal 
entre el acto de emitir GEI y los daños o vulneraciones resultantes del cambio 
climático (UNEP, 2017).

Ahora bien, para desarrollar el análisis de la responsabilidad de los Estados, se 
toman como punto de partida 2 afirmaciones: por un lado, que unos Estados han 
contribuido históricamente en mayor medida que otros al cambio climático actual; 
por otro, que la mayoría de las migraciones climáticas tienen lugar en los países del 
sur global, los cuales han contribuido en menor medida a este cambio climático. 

Al respecto, los principios recogidos, en el 2001, por la Comisión de Derecho 
Internacional (ILC, por sus siglas en inglés) (ILC, 2001) y reconocidos por la 
Asamblea General de las Naciones Unidas (ONU, 2002) regulan la responsabi-
lidad internacional de los Estados por actos ilícitos14. Con base en ello, cada acto 
ilícito internacional de un Estado conlleva la responsabilidad internacional de 
este (Eipiney, 2011). Los Estados tienen la obligación internacional de respetar los 
derechos humanos establecidos en las convenciones y otros instrumentos, como 
en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (ONU, 
1966b) y en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (ONU, 1966a). 
De lo contrario, esto implica la responsabilidad internacional del Estado. Por 
tanto, cada vez más se reconoce, en la doctrina legal, que las violaciones de dere-
chos humanos a causa de acciones y omisiones de los Estados para hacer frente al 
cambio climático conllevan la responsabilidad de estos (Wewerinke-Singh, 2018).

Un caso paradigmático en el que por primera vez se intentó determinar la res-
ponsabilidad de un Estado por violaciones de derechos humanos asociados al 
cambio climático es el del pueblo inuit en el Sistema Interamericano de Derecho 
Humanos (SIDH) (Niehuss, 2005). En el 2005, la Conferencia Circumpolar 
Inuit, en virtud del derecho contenido en el artículo 44 de la Convención Ame-
ricana de Derechos Humanos (CADH), presentó una petición ante la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra los Estados Unidos, sobre 
la base de que la falta de diligencia por parte del Estado para regular la reducción 
de emisiones de GEI dentro de su jurisdicción amenazaba el disfrute del derecho 
a mantener la integridad cultural; a un medio ambiente limpio; al uso y disfrute 
de la propiedad sin interferencias indebidas, y a la vida, la salud, la integridad 

14	 Los principios establecen, en su artículo 1, que “[t]odo hecho internacionalmente ilícito del Estado genera 
su responsabilidad internacional”. 
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física y la seguridad, entre otros reconocidos por la Declaración Universal sobre 
Derechos Humanos y la CADH. 

Estados Unidos es uno de los principales emisores de GEI y el responsable de un 
alto porcentaje de las emisiones de GEI. Por tanto, los peticionarios instaban a la 
CIDH a que se adoptaran medidas paliativas en contra de las violaciones sufridas 
por el pueblo de los inuit, como resultado del calentamiento global generado por 
las emisiones de GEI de Estados Unidos. Asimismo, solicitaban que se recomen-
dara a los Estados Unidos la adopción de límites obligatorios a sus emisiones de 
GEI y la cooperación con la comunidad internacional para evitar interferencias 
antropogénicas peligrosas en el sistema climático global. Finalmente, pedían que 
se declarase la obligación del Estado de trabajar con el pueblo de los inuit, con 
el fin de desarrollar un plan de adaptación a los impactos inevitables del cambio 
climático y para tener en consideración el impacto de sus emisiones en el Ártico 
y en los inuit, antes de la aprobación de todas las acciones gubernamentales. 

La petición hacía referencia a obligaciones establecidas en la CMNUCC y en los 
instrumentos del SIDH para evidenciar que el Estado incumplía con sus obliga-
ciones internacionales. No obstante, en el 2006, la petición fue rechazada por la 
CIDH, debido a la falta de información para determinar si los hechos alegados en 
tal solicitud constituyeron violaciones de alguno de los derechos protegidos por el 
SIDH. A pesar de este rechazo, en el 2007, la CIDH concedió al pueblo inuit una 
audiencia para presentar evidencias que demostraran la conexión entre el cambio 
climático global y el derecho internacional de los derechos humanos (Gordon, 
2007). Las conclusiones de la CIDH sobre esta audiencia fueron que las emisiones 
de los Estados Unidos deben considerarse una violación de los derechos humanos 
y recomendó, por tanto, que se adoptaran medidas para poner fin al abuso. 

En el 2013, la organización Earthjustice, en nombre del pueblo de Athabaskan 
que habita en el Ártico, interpuso una segunda petición ante la CIDH, con ca-
racterísticas similares a las del pueblo inuit. En ella se alegaba que Canadá había 
fallado en su obligación de regular y limitar las emisiones de carbono negro, con-
sideradas una de las causas del cambio climático. Por ende, se generaban impactos 
directos en el Ártico que afectaban la salud, la cultura, la propiedad y los medios 
de subsistencia del pueblo de Athabaskan, violando así derechos contemplados en 
la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (Earthjustice, 
2013). Esta petición está aún pendiente de resolverse en la CIDH. Si bien cabe 
la posibilidad de que este caso concluya de la misma manera que la solicitud del 
pueblo inuit, al menos teóricamente esta tiene mejores probabilidades de no ser 
rechazada por la Comisión, ya que establece con mayor claridad el nexo causal 
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entre la acción del Estado y las violaciones de derechos humanos, a causa del de-
rretimiento del Ártico por las emisiones de carbono negro (McCrimmon, 2016). 

En este contexto, si bien se ha llegado a entender que el cambio climático genera 
consecuencias negativas para el disfrute de los derechos humanos, es menos evi-
dente afirmar si esos efectos pueden llegar a calificarse como violaciones de los 
derechos humanos, por parte de los Estados contaminantes en sentido jurídico y, 
de ser así, en qué medida. Las dificultades para sustentar dicha afirmación radi-
can en que a menudo los daños relacionados con el cambio climático no pueden 
atribuirse claramente a los actos u omisiones de determinados Estados; a que es 
muy complicado determinar si cierto fenómeno meteorológico está directamente 
relacionado con el cambio climático, y, por último, a que normalmente se entiende 
que las violaciones de los derechos humanos ocurren una vez que se ha producido 
el daño, sin embargo, se tiende a pensar que los efectos adversos del cambio cli-
mático son proyecciones de futuro (ACNUDH, 2009). 

Ante las dificultades señaladas en el párrafo anterior, existen argumentos suficientes 
como para, al menos, abrir el debate al respecto. En relación con la complejidad a 
la hora de atribuir los daños a determinados Estados, generalmente la violación de 
los derechos humanos se atribuye a los infractores del acto u omisión directamente 
responsables, por lo que resulta complicado que el cambio climático encaje en 
esta idea, ya que son muchos los actores que contribuyen a este (Solà, 2012). No 
obstante, esta atribución no es imposible, pues los datos científicos de emisiones 
históricas y actuales de GEI demuestran que algunos Estados han contribuido, en 
mayor medida, al calentamiento global actual, hecho que es reconocido por el 
derecho internacional,15 atribuyendo, de esta manera, una responsabilidad dife-
renciada a los Estados enriquecidos. Además, la proporción de la responsabilidad 
de cada Estado puede ser estimada numéricamente, mediante el cálculo de sus 
emisiones acumuladas a lo largo de la historia (Khan, 2013).

En cuanto a la complicación a la hora de atribuir un fenómeno determinado al 
cambio climático, se puede tomar como ejemplo el estudio de Hansen, Sato y Ruedy 
(2012). En él se demuestra que es posible afirmar, con un alto grado de confianza, 
que ciertas anomalías extremas, como las ocurridas en Moscú en el 2010, al igual 
que en Texas y Oklahoma en el 2011, fueron consecuencia del calentamiento 
global, porque la probabilidad de que sucedieran en ausencia de este era extraor-
dinariamente limitada. Otro estudio muestra que la disminución de las precipita-
ciones, durante la estación de cultivo en el este y sur de África, está relacionada 

15	  El preámbulo de la CMNUCC, por ejemplo, incluye que “(…) tanto históricamente como en la actualidad, 
la mayor parte de las emisiones de gases de efecto invernadero del mundo han tenido su origen en los países 
desarrollados” (ONU, 1992).
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con el calentamiento antropogénico en el océano Índico (Funk et al., 2008). De 
la misma forma, otra investigación reveló la influencia del cambio climático en 
la intensidad del tifón Haiyan que arrasó Filipinas en el 2013 (Trenberth et. al, 
2015). Así, a pesar de la escasa y relativa lentitud de la evidencia científica, tam-
poco es imposible demostrar que ciertos eventos son debidos al cambio climático. 

Finalmente, en relación con la dificultad sobre los efectos del cambio climático 
como proyecciones futuras, cabe destacar que ya se ha constatado que las tem-
peraturas han aumentado, especialmente las de los océanos, las precipitaciones 
se han incrementado en las latitudes medias del hemisferio norte, el océano se ha 
acidificado, las masas de hielo de Groenlandia y del Ártico junto con los glaciares 
se han ido derritiendo y la media de nivel del mar se ha elevado (IPCC, 2014). 

Otro de los planteamientos para hacer efectiva la responsabilidad internacional 
de los Estados por violaciones de derechos humanos asociadas al cambio climáti-
co es que el derecho internacional de los derechos humanos generalmente crea 
obligaciones de los Estados respecto a los individuos bajo su jurisdicción, por 
lo cual, a menudo, quedan difusos los deberes de aquellos sobre las personas y 
situaciones más allá de su jurisdicción (Brown, 2015). En el caso de los migrantes 
climáticos, una persona que se ve forzada a trasladarse por motivos climáticos 
podría exigir la responsabilidad del Estado del que migra, pero queda menos 
claro si se podría utilizar el marco de los derechos humanos en el contexto del 
compromiso internacional de los Estados, para interponer un recurso ante un 
Estado contaminante extranjero.

En la reciente Opinión Consultiva de la Corte Interamericana de Derechos Hu-
manos sobre derechos humanos y medio ambiente, se clarifican las obligaciones 
extraterritoriales de los Estados para prevenir daños ambientales que afecten los 
derechos humanos. En esta, se establece que la jurisdicción de los Estados, en 
cuanto a protección de los derechos humanos de las personas bajo la CADH, 
no se limita a su espacio territorial. El término jurisdicción en la CADH es más 
extenso que el territorio de un Estado e incluye situaciones que rebasan sus límites 
territoriales. Por tanto, los Estados se encuentran obligados a respetar y garantizar 
los derechos humanos de todas las personas bajo su jurisdicción, aunque no estén 
dentro de su territorio. Esto implica que deben velar porque este último no sea 
utilizado, de modo que se pueda causar un daño significativo al medio ambiente 
de otros Estados o de zonas fuera de los límites de su territorio. No obstante, para 
determinar la responsabilidad de un Estado por violaciones de derechos humanos 
de carácter extraterritorial debe existir una relación de causalidad entre el daño 
ocasionado y la acción u omisión del Estado de origen frente a actividades en su 
territorio, así como bajo su jurisdicción o control. Esto nos lleva de nuevo al punto 
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de tener que demostrar que las emisiones de GEI pertenecientes a cierto Estado 
afectan el disfrute de los derechos humanos de las personas en un tercer Estado 
(Corte IDH, 2018). 

De acuerdo con lo señalado anteriormente, se constata que los impactos del cambio 
climático afectan el disfrute de los derechos humanos de muchas personas y, por 
ende, generan violaciones a normas internacionales, lo que resulta cada vez más 
evidente en el caso de los migrantes climáticos (Brown, 2015). Entonces, si las 
consecuencias adversas del cambio climático suponen una violación a las reglas 
internacionales de los derechos humanos, los Estados, en cumplimiento con sus 
obligaciones internacionales, tienen el deber de adoptar normas jurídicas para 
prevenir, minimizar y reparar los daños causados. Asimismo, un enfoque basado en 
los derechos humanos debe formar parte de cualquier respuesta política que intente 
abordar los diferentes tipos de migración climática (Boncour y Burson, 2010).

Cabe plantearse, entonces, que corresponde a los Estados enriquecidos y más 
contaminantes responsabilizarse de sus acciones pasadas y actuales, incluso ante 
personas que no residen en su jurisdicción, con base en razones de justicia intra- 
e intergeneracional. No sería solamente necesario determinar que un Estado en 
particular es responsable de un daño, sino habría que identificar qué principio 
o norma ha sido quebrantada. Con frecuencia, el cambio climático conlleva 
violaciones de derechos humanos tan graves que se justifica que las obligaciones 
y responsabilidades sean concebidas no solo en el nivel interno, también en el 
supranacional (Ruppel y Wyk, 2013). Así, debería ser obligación de los Estados 
enriquecidos (como Australia o Nueva Zelanda) cercanos a los pequeños Estados 
insulares (como Kiribati o Tuvalu) colaborar en la reubicación de los habitantes 
afectados hacia su territorio, fundamentando la obligación de proteger el derecho 
a la vida (Tully, 2007). 

El principio de la responsabilidad solidaria, que a menudo se encuentra en los 
sistemas de responsabilidad civil por daños, podría emplearse, además, para justi-
ficar la obligación de admitir a un migrante climático en un Estado determinado 
(anfitrión), a pesar del hecho de que hayan sido muchos los Estados contribuidores 
de la causa de su migración, es decir, el cambio climático. Cuanto mayor haya 
sido la contribución del Estado anfitrión al total de emisiones de GEI, más sería el 
peso del argumento del migrante climático para poder permanecer en ese Estado 
(Scott, 2014). 

Finalmente, a pesar de las limitaciones del empleo de las normas internacionales 
de protección de los derechos humanos para responsabilizar a los Estados que 
contribuyen de manera sustancial al cambio climático (limitaciones territoriales 
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de las obligaciones, escasa capacidad de represión, etc.), en la actualidad se están 
investigando las posibles vías para inculpar a dichos Estados por daños y riesgos 
tan graves como los que sufren los migrantes climáticos. Un ejemplo es que en 
marzo de 2015 se adoptaron los “Principios de Oslo sobre Cambio Climático”, 
que incluyen las obligaciones jurídicas básicas de los Estados y las empresas para 
responder urgente y efectivamente al cambio climático, protegiendo los derechos 
humanos de las personas y evitando las nefastas consecuencias de este (Expert 
Group on Global Climate Obligations, 2015; Nagra, 2017).

En suma, que un tribunal internacional en materia de derechos humanos considere 
que los impactos del cambio climático generados por determinados Estados violan 
los derechos de los migrantes climáticos, traería consigo importantes avances; 
por ejemplo, que aquellas personas cuyos derechos hayan sido violados logren 
una compensación. De esta manera, el derecho internacional de los derechos 
humanos impondría a los Estados el deber de prevenir la migración forzada de 
las personas por el cambio climático y la responsabilidad de ayudar en las tareas 
de adaptación; a la vez, pagar por los costes de las reubicaciones y compensar por 
los daños causados. Asimismo, otra medida de reparación del perjuicio causado 
podría consistir en llegar a ser aceptados en esos Estados con permiso de residen-
cia permanente, o temporal, si la opción de regresar a sus hogares siguiera siendo 
posible (Brown, 2015). En definitiva, al menos por el momento, el acceso a los 
tribunales internacionales en materia de derechos humanos para hacer efectiva la 
responsabilidad de los Estados se convierte en una forma de superar la situación 
de desprotección jurídica de los migrantes climáticos y de generar presión a los 
Estados, con el afán de que reduzcan sus emisiones de GEI o de que provean un 
mayor financiamiento que compense los daños y riesgos sufridos por las personas 
que huyen de los devastadores efectos del cambio climático.

CONCLUSIONES

Las migraciones climáticas son ya una realidad y, por tanto, brindar respuestas 
al sinnúmero de desafíos presentes y futuros que ellas conllevan es cada vez más 
urgente. La falta de protección de las personas que huyen de sus territorios a 
causa del cambio climático ha quedado en evidencia, por lo que el debate de vías 
alternativas que posibiliten la protección de sus derechos es más que oportuna. 

Como se ha señalado en este trabajo, el derecho internacional de los derechos 
humanos constituye una garantía de mínimos para la protección de los migrantes 
climáticos. Este puede ser empleado, al menos en parte, para exigir la responsabi-
lidad de las naciones más contaminantes, en relación con proteger efectivamente 
a estas personas, así como para presionar a los Gobiernos a que reduzcan sus 
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emisiones de GEI y provean un mayor financiamiento que compense los daños y 
riesgos sufridos por los migrantes climáticos. 

Por otro lado, acudir al derecho internacional de los derechos humanos no resulta 
suficiente para acabar con la (des)protección jurídica en la que se encuentran los 
migrantes climáticos. A pesar de su importancia y las alternativas que brinda, el 
régimen internacional de los derechos humanos posee ciertas limitaciones, al no 
ofrecer respuestas claras, por ejemplo, sobre la admisión en un Estado extranjero 
o el estatuto que deben recibir los migrantes climáticos. Así, resulta necesaria la 
adaptación de instrumentos del derecho internacional de las migraciones a la 
realidad de las migraciones climáticas. Además, se deben generar avances signi-
ficativos en el régimen internacional del cambio climático. El Acuerdo de París 
supone un paso importante, pero la lentitud de los procesos y la tímida ambición 
de las acciones evidencian la necesidad de promover propuestas holísticas para 
la protección efectiva de los migrantes climáticos. Asimismo, la adopción de un 
tratado universal vinculante ad hoc, aunque sea a más largo plazo y de acuerdos 
tanto bilaterales como regionales podría mejorar la situación de quienes migran por 
motivos climáticos, garantizando la protección de sus derechos básicos. La atención 
y el debate de este, al igual que otro tipo de propuestas son necesarios ante la actual 
crisis climática que está poniendo en evidencia, cada vez más, las desigualdades e 
injusticias a las que se enfrentan quienes migran por motivos climáticos.
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